



















LA ENTRADA EN EL DOMICILIO DE LAS PERSONAS JURÍDICAS 
Y EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD 
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1. Introducción 
El artículo 18.2 de la Constitución establece que: “El domicilio es inviolable. Ninguna 
entrada podrá hacerse en él sin consentimiento del titular o resolución judicial, salvo 
en caso de flagrante delito”1. 
A partir de este precepto y de la abundante doctrina del Tribunal Constitucional sobre la 
interpretación del mismo, se puede decir que existe un concepto constitucional de 
domicilio, que actualmente aparece recogido en la LGT. En efecto, el art. 113 establece 
que “Cuando en los procedimientos de aplicación de los tributos sea necesario entrar 
en el domicilio constitucionalmente protegido de un obligado tributario o efectuar 
registros en el mismo, la Administración tributaria deberá obtener el consentimiento de 
aquél o la oportuna autorización judicial”2. 
En materia tributaria, las consecuencias de una actuación en el domicilio del obligado 
tributario vulnerando este derecho fundamental, además de las consecuencias penales 
que pudiera acarrear, llevará consigo la nulidad de las actuaciones, así como la invalidez 
de las pruebas que se hayan podido obtener. 
El Tribunal Supremo ha tenido ocasión de pronunciarse una vez más sobre la ilicitud de 
una prueba obtenida a través de la entrada en el domicilio de una persona jurídica, en la 
STS, Sala Tercera de lo Contencioso-Administrativo de 23 de abril de 2010. La cuestión 
se resolvió en el Pleno de la Sala con el voto particular discrepante de nueve 
magistrados. 
La citada sentencia me parece interesante ya que aunque se aplican los preceptos de la 
Ley General Tributaria de 1963 - la entrada en el domicilio se produjo el 27 de 
septiembre de 1994- tanto en los fundamentos jurídicos del fallo del Tribunal, como 
sobre todo en la argumentación de los magistrados que suscriben el voto particular, se 
realiza una interpretación de la doctrina constitucional acerca de la inviolabilidad del 
domicilio de las personas jurídicas, que probablemente marcará la interpretación del 
domicilio constitucionalmente protegido que figura en la LGT vigente. 
En mi opinión, respecto a esta cuestión, son básicamente tres las cuestiones sobre las 
que hay que pronunciarse: primero, si la protección constitucional del domicilio se 
extiende al de las personas jurídicas; segundo, si admitido, como parece de forma 
unánime, por el Tribunal Constitucional y por el Tribunal Supremo, que sí se extiende 
la citada protección a las personas jurídicas, cuáles son los lugares de titularidad de las 
1 La inviolabilidad del domicilio es un derecho constitucional clásico, que ha estado presente en todos los 
textos constitucionales españoles. Sobre la evolución de la inviolabilidad del domicilio en el Derecho 
español, Vid. Pascual López, S.: La inviolabilidad del domicilio en el Derecho español. Dykinson, 2001. 
2 Sobre la inviolabilidad del domicilio en materia tributaria Vid. Álvarez Martínez sobre la inviolabilidad 
del domicilio ante la Inspección de los Tributos . La Ley, Madrid, 2007. Navarro Faure, A. “El domicilio 













personas jurídicas a los que se extiende tal protección; y tercero, quién debe prestar el 
consentimiento y cómo se debe prestar para que la entrada en el domicilio de las 
personas jurídicas pueda realizarse sin necesidad de autorización judicial. 
2. La protección constitucional del domicilio de las personas jurídicas 
El Tribunal constitucional en la Sentencia 137/1985, de 17 de octubre fue claro al 
admitir el derecho a la inviolabilidad del domicilio de las personas jurídicas. En efecto, 
el citado Tribunal afirmó que habida cuenta de que no existe en nuestro ordenamiento 
constitucional un precepto similar al que integra el art. 19.3 de la Ley Fundamental de 
Bonn,  según  el  cual  los  derechos  fundamentales  rigen  también  para  las  personas 
jurídicas nacionales, en la medida en que, por su naturaleza, les resulten aplicables, lo 
que ha permitido que la jurisprudencia aplicativa de tal norma entienda que el derecho a 
la inviolabilidad del domicilio conviene también a las Entidades mercantiles; parece 
claro que nuestro Texto Constitucional, al establecer el derecho a la inviolabilidad del 
domicilio, no lo circunscribe a las personas físicas, siendo pues extensivo o predicable 
igualmente en cuanto a las personas jurídicas, del mismo modo que este Tribunal ha 
tenido ya ocasión de pronunciarse respecto de otros derechos fundamentales, como 
pueden ser los fijados en el art. 24 de la misma Constitución sobre prestación de tutela 
judicial efectiva, tanto a personas físicas como a jurídicas. 
Antes de cualquier conclusión hay que advertir que en todos los pronunciamientos del 
Tribunal Constitucional y en los del Tribunal Supremo, hay siempre una interpretación 
de este precepto conectado al derecho a la intimidad como fundamento último del 
precepto. Evidentemente si el derecho que se protege es el de la intimidad, éste es un 
concepto ligado a la persona física y hace más débil la protección del mismo cuándo se 
aplica a las personas jurídicas. 
Precisamente por eso, el voto particular de la reciente sentencia del TS recordando la 
interpretación del concepto de intimidad, reproduce la doctrina del TC sobre los tres 
niveles del respeto a este derecho fundamental. 
El primero incluiría determinados lugares que se consideran de libre acceso para la 
Inspección, caracterizados por la total ausencia de reserva y que son contemplados en el 
artículo 40.1 del anterior Reglamento General de Inspección Tributaria de 1986 
(RGIT/1986). 
El segundo nivel es al que se refiere el artículo 141 LGT/1963 (art. 142.2 LGT/2003 ), 
desarrollado por el artículo 39 del RGIT/1986 , sobre el que tuvo ocasión de 
pronunciarse este Tribunal, en sentencia de 22 de enero de 1993 , y que incluye aquellos 
lugares en los que si el interesado se opone a la entrada de la Inspección tributaria, se 
necesitaba (y se necesita) autorización administrativa escrita firmada por el Delegado o 
Administrador de la Agencia Estatal de Administración Tributaria o, en su caso, del 
Director General correspondiente. 
Y el tercero, también contemplado en el artículo 141.2, último inciso, LGT/1963 (arts. 
113 y 142. último párrafo, LGT/2003 ), relativo al "domicilio particular de cualquier 
español o extranjero" para el que se establecía la necesidad del "oportuno mandamiento 
judicial" en caso de que se produjera la negativa u oposición del "dueño, morador o 
persona bajo cuya custodia se encuentre" el edificio, a la entrada de la Inspección. 
Según el criterio de la mayoría de magistrados en la sentencia comentada, la entrada en 
vigor de la Constitución afectó a dicho régimen; pero, según la opinión de los 
magistrados que suscriben el voto particular, en manera alguna supuso la desaparición 












conservan en la vigente LGT/2003 y que encuentra su justificación en la propia doctrina 
del Tribunal Constitucional. 
Así,  según  los  magistrados  que  suscriben  el  voto  particular,  la  fundamental  STC 
76/1990 señaló que el deber de contribuir al sostenimiento de los gastos públicos que a 
todos impone el artículo 31.1 CE configura un mandato que vincula tanto a los poderes 
públicos como a los ciudadanos e incide en la naturaleza misma de la relación tributaria. 
Recordemos que según la citada sentencia el deber de contribuir para los ciudadanos 
“implica una situación de sujeción y de colaboración con la Administración Tributaria 
cuyo interés público justifica la imposición de limitaciones legales al ejercicio de los 
derechos individuales y para los poderes públicos exigencias y potestades específicas 
en orden a la efectividad de su cumplimiento por los contribuyentes. Para el efectivo 
cumplimiento del deber que impone el artículo 31.1 CE es, pues, imprescindible la 
actividad inspectora y comprobatoria de la Administración para evitar una distribución 
injusta de la carga fiscal pues la lucha contra el fraude fiscal es un fin y un mandato 
que  la  Constitución  impone  a  todos  los  poderes  públicos,  debiendo  el  legislador 
habilitar  las  potestades  e  instrumentos  jurídicos  necesarios  para  que,  dentro  del 
respeto debido a los principios y derechos constitucionales, la Administración esté en 
condiciones de hacer efectivo el cobro de las deudas tributarias". 
Como todos recordamos, fue una exacerbada interpretación del deber de contribuir 
sobre la base de aquella sentencia, en ausencia además de una profunda regulación de 
los aspectos procedimentales en la aplicación de los tributos, la que inició una etapa en 
la doctrina española de refuerzo del análisis de los derechos y garantías de los 
contribuyentes, que culminó años más tarde en la Ley de Derechos y Garantías de los 
contribuyentes de 1998 y en la reforma de la LGT de 2003. Por lo tanto, puede que sean 
otros los argumentos que avalen la entrada en el domicilio en el caso tratado, pero desde 
luego no la doctrina de la sentencia 76/1990. 
En mi opinión, la atribución de protección constitucional a la persona jurídica, no puede 
circunscribirse sólo al que los magistrados discrepantes llaman tercer nivel: primero, 
porque ha desaparecido el concepto de domicilio particular que hacía referencia a la 
morada o a la intimidad familiar de la persona física. Si así fuera, no tendría sentido la 
protección  del  domicilio  de  las  personas  jurídicas,  pero  tampoco  tendría  ninguna 
relación con el deber de contribuir. 
La Administración tributaria por sus propias competencias no puede tener otro interés 
que descubrir hechos imponibles no declarados o investigar los datos necesarios para la 
cuantificación de los mismos, por lo que quedaría desprovisto de protección la mayoría 
de los lugares en los que ejercitan su actividad profesional las personas jurídicas. 
Recordemos que el propio deber de contribuir de acuerdo con la capacidad económica, 
como reiteradamente ha explicado la doctrina y el TC se basa no sólo en un principio de 
justicia sino en un criterio lógico que busca la riqueza allí done esta se encuentra3. Por 
eso es difícil pensar que la Inspección requiera la entrada en el domicilio para cualquier 
otra  cuestión  que  no  sea  la  comprobación  o  la  obtención  de  pruebas  en  un 
procedimiento de inspección. 
Por otro lado, hay que tener en cuenta que en la vigente LGT ha desaparecido el 
concepto de domicilio particular, y que las personas físicas que realizan actividades 
3  El TC ha señalado la necesidad de que el principio de capacidad económica no se configure como el 
único criterio material de justicia tributaria y por lo tanto la necesidad de aplicarlo teniendo en cuenta los 















económicas pueden designar como domicilio fiscal aquél que se obtiene con los mismos 
criterios que para las personas jurídicas. 
Sin embargo, y esta es la reflexión que quiero poner de manifiesto en estas páginas, es 
la interpretación a la luz de otro principio, no de corte constitucional pero sí plasmado 
en el artículo 3 de la LGT, cual es el principio de proporcionalidad, el que puede arrojar 
luz sobre la pertinencia de algunas actuaciones inspectoras y sobre la protección del 
domicilio de las personas jurídicas. 
La vigente LGT es lo suficientemente precisa para garantizar el derecho a la 
inviolabilidad en la medida en que tajantemente, tal como hace la Constitución, exige el 
consentimiento del interesado o la autorización judicial, independientemente del interés 
jurídico protegido. Pero es que además, la ley contempla un principio básico respecto a 
la limitación de los derechos fundamentales y que debe presidir el ejercicio por parte de 
la autoridad administrativa de la entrada en el domicilio, así como la fundamentación de 
la autorización judicial, como es el principio de proporcionalidad. 
En efecto, el citado principio, como enseguida veremos, debe constituir, un requisito 
esencial e implícito en la citada entrada. En este sentido, el artículo 3 de la LGT 
establece entre los principios en que se debe basar la aplicación del sistema tributario 
“los  principios  de  proporcionalidad,  eficacia  y  limitación  de  costes  indirectos, 
derivados del cumplimiento de obligaciones formales y asegurará el respeto a los 
derechos y garantías de los obligados tributarios”. 
En relación con el principio de proporcionalidad hay que tener en cuenta la 
jurisprudencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas que juega como se 
sabe un papel transcendental también en el ámbito interno. Como han destacado Villar 
Ezcurra y Herrera Molina4 las decisiones del TJCE articulan el principio de 
proporcionalidad en tres elementos: la idoneidad, la necesidad y la proporcionalidad en 
sentido estricto. 
El Tribunal constitucional español ha empezado a utilizar en el enjuiciamiento a través 
de este principio, estos tres requisitos, que se utilizan desde hace mucho tiempo en la 
doctrina y jurisprudencia alemanas, hasta el punto de haber recibido ya por parte de la 
doctrina española el sobrenombre del “test alemán” de la proporcionalidad5. 
Aplicando tales requisitos a la entrada en el domicilio, la idoneidad supondrá valorar 
que la citada entrada no es inútil para alcanzar el fin que se persigue con esa entrada; la 
necesidad supondrá analizar que no existe otro medio menos gravoso para alcanzar la 
finalidad perseguida, y la proporcionalidad en sentido estricto supondrá ponderar los 
beneficios derivados de la medida y el sacrificio que implica en el derecho a la 
inviolabilidad del domicilio. 
El análisis por si solo de tales requisitos implica que no puede existir un automatismo 
formal en la autorización de la citada entrada, y por supuesto que serán muy 
excepcionales los supuestos que en materia de inspección o recaudación puedan exigir 
la citada entrada. 
El  citado  principio  de  proporcionalidad  ha  sido  recogido  también  por  el  Tribunal 
Constitucional, que en la primera e importante sentencia sobre este tema (STC50/1995, 
4  Villar Ezcurra, M. y Herrera Molina, P. M.: “Aportaciones del Derecho Comunitario al Estatuto del 
Contribuyente”. Quincena Fiscal, n.º 10, 1999. pág. 9 y ss 
5 Vid. González Beilfuss, M. El principio de proporcionalidad en la Jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional. Thomson-Aranzadi.Navarra, 2003; El Tribunal Constitucional ha aplicado estos tres 













de 23 de febrero) consideró que la autorización judicial debía integrar un juicio sobre la 
razonabilidad de la entrada domiciliaria, lo que exige un examen, no sólo de los 
requisitos mínimos de legalidad de la actuación, sino asimismo de la proporcionalidad 
de la medida6. 
La sentencia que comentamos, no analiza en ningún momento el principio de 
proporcionalidad, pero sí los otros tres aspectos que es necesario analizar para resolver 
la cuestión. 
3. Los lugares de titularidad de las personas jurídicas a los que se extiende la 
protección 
La Constitución no ha definido cuáles son los lugares cuya entrada requiere autorización 
judicial. 
En este sentido, el Tribunal Constitucional interpretó en STC 22/1984, de 17 de febrero, 
que el domicilio al que hace referencia el artículo 18 es un concepto más amplio que el 
establecido en el Derecho Privado o en el Derecho Administrativo. Según la citada 
sentencia: "En relación con este tema debe señalarse que la idea de domicilio que 
utiliza el artículo 18 de la Constitución no coincide plenamente con la que se utiliza en 
materia de Derecho privado (...). La protección constitucional del domicilio es una 
protección de carácter instrumental que defiende los ámbitos en que se desarrolla la 
vida privada de la persona. Por ello existe un nexo de unión indisoluble entre la norma 
que prohíbe la entrada y el registro en un domicilio, artículo 18.2 de la Constitución, y 
la que impone la defensa y garantía del ámbito de la privacidad. Todo ello obliga a 
mantener por lo menos "prima facie" un concepto constitucional de domicilio de mayor 
amplitud que el concepto jurídico-privado o jurídico-administrativo" (FJ 2.º). 
En concordancia con esta interpretación el artículo 91 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial atribuye a los Juzgados de lo contencioso-administrativo la autorización, 
"cuando ello proceda para la ejecución forzosa de los actos de la Administración", para 
la entrada no sólo en los domicilios sino también en los "restantes edificios o lugares 
cuyo acceso requiera el consentimiento del titular”7. 
La interpretación que llevaba a cabo la sentencia de 1984, como del artículo 87.2 de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial, llevó a una conclusión en algunos autores, según la 
cual la protección del domicilio sólo se aplicaba a las personas físicas8 y por otro lado, 
que el bien jurídico que protegía el artículo 87.2 era doble: la intimidad de las personas 
y el derecho de propiedad9. 
Sin embargo, el Tribunal Constitucional no ha dejado lugar a dudas respecto al ámbito 
subjetivo de aplicación del derecho que estamos examinando. 
La STC 137/1985, de 17 de octubre, manifestó que: "Este derecho a la inviolabilidad 
del domicilio tiene también justificación en el supuesto de personas jurídicas, y posee 
6 También nuestro Tribunal Constitucional ha mantenido este criterio entre otras en las siguientes 
sentencias: STC 13 de septiembre de 2004, 29 diciembre de 1999, 14 de septiembre de 1998. 
7 También el derogado art. 87.2 de la LOPJ exigía la autorización judicial para la entrada en el domicilio 
y en el resto de edificios o lugares cuyo acceso requiriese el consentimiento de su titular. 
8 Nieto, A.: "Actos administrativos cuya ejecución precisa una entrada domiciliaria". RAP n.º 112, 1987; 
López Ramón, F.: "Límites constitucionales a la autotutela administrativa". RAP n.º 115, 1988. 
9 Queralt, J.J. si bien admite el derecho a la inviolabilidad del domicilio para las personas jurídicas 
considera que el artículo 87.2 de la LOPJ esta protegiendo por un lado la intimidad (el domicilio) y por 
otro lado la propiedad (restantes edificios o lugares dependientes del consentimiento de sus titulares). Vid. 
Queralt, J.J.: "La inviolabilidad domiciliaria y los controles administrativos. Especial referencia a las 














una naturaleza que en modo alguno repugna la posibilidad de aplicación a éstas 
últimas, las que –suele ponerse de relieve– también pueden ser titulares legítimas de 
viviendas, las que no pueden perder su carácter por el hecho de que el titular sea una u 
otra, derecho fundamental que cumple su sentido y su fin también en el caso de que se 
incluyan en el círculo de los titulares de este derecho fundamental a personas jurídicas 
u otras colectividades. 
En suma, la libertad de domicilio se califica como reflejo directo de la protección 
acordada en el ordenamiento a la persona, pero no necesariamente a la persona física, 
desde el momento en que la persona jurídica venga a colocarse en el lugar del sujeto 
privado comprendido dentro del área de la tutela constitucional, y todas las hipótesis 
en que la instrumentación del derecho a la libertad no aparezca o sean incompatibles 
con la naturaleza o la especialidad de fines del ente colectivo" (FJ 3.º). 
Por tanto, en definitiva, la autorización judicial debiera ser requerida en cualquier lugar 
para cuya entrada sea necesario el consentimiento de su titular por desarrollarse en él su 
actividad personal, familiar o profesional que estando vedada a terceros pudiera ser 
descubierta en el ejercicio de la actividad administrativa. 
Ahora bien, esto no significa, que la autorización judicial sea necesaria en todos los 
casos. En primer lugar no será necesaria cuando haya consentimiento del interesado. En 
segundo lugar, no se pueden considerar datos vedados a la Administración tributaria 
todos aquellos que según la ley puedan ser objeto de comprobación e investigación por 
parte de la Administración tributaria y que el sujeto pasivo está obligado a conservar y 
exhibir a la Administración. A mi juicio, la doctrina del Tribunal Constitucional debería 
ir perfilando también los límites al derecho a la inviolabilidad del domicilio, cuando 
éste se utiliza en contra del interés general, pudiendo provocar, como ha resaltado 
Sánchez García10, una actitud abusiva u obstruccionista. 
En el momento actual, la nueva LGT ha zanjado cualquier duda al recoger un concepto 
de domicilio constitucionalmente protegido, que se extiende como ha mantenido el TC 
al domicilio de las personas jurídicas, de lo que en mi opinión se deduce que en el caso 
de las personas físicas la protección se extiende también al domicilio empresarial o 
profesional y no sólo al particular. 
En mi opinión, la conexión de la inviolabilidad del domicilio con el derecho a la 
intimidad no es incompatible con que se otorgue tal derecho a las personas jurídicas. En 
efecto, en el desarrollo de sus actividades la entidades jurídicas tienen un ámbito de 
privacidad que normalmente está vedado a terceros y cuya protección debe garantizar la 
Constitución. La intimidad, por otra parte, es un concepto que no tiene por qué 
circunscribirse exclusivamente a la intimidad familiar propia de las personas físicas, 
sino que puede extenderse a la intimidad profesional o empresarial predicable de 
cualquier persona. 
Esta vinculación con el derecho a la intimidad es la que impide manejar un concepto 
estricto de domicilio, que debe extenderse, como lo ha hecho el Tribunal Constitucional, 
a "los ámbitos en que se desarrolla la vida privada de la persona". De tal manera, que lo 
de menos es el título jurídico que se ostente sobre el lugar, sino el desarrollo dentro del 
mismo de una actividad privada. 
Por tanto, no me parece acorde con la citada doctrina el artículo 142 de la actual LGT 
que establece la posibilidad de que los funcionarios de la Inspección de los tributos 
10 Sánchez García, N.: "Inspección. Lugar". En Comentarios a la Ley General Tributaria y líneas para su 













entren en las fincas, locales de negocio o demás establecimientos o lugares en que se 
desarrollen actividades o explotaciones sometidas a gravamen, existan bienes sujetos a 
tributación, se produzcan hechos imponibles o supuestos de hecho de las obligaciones 
tributarias o exista alguna prueba de los mismos, con la autorización administrativa en 
el caso de oposición a la entrada. 
El concepto de domicilio constitucionalmente protegido se extiende al de las personas 
jurídicas y por ende en mi opinión al domicilio profesional o empresarial y no sólo al 
domicilio particular, así lo refleja también el art. 91 de la LOPJ. 
Es decir, que habiendo unanimidad en la doctrina y en la jurisprudencia acerca de la 
protección de la inviolabilidad del domicilio de las personas jurídicas, que por su propia 
naturaleza puede revestir la forma de finca, local, establecimiento o lugar donde se 
desarrolla una actividad profesional o empresarial, no es posible entender en una 
interpretación acorde con el concepto constitucional de domicilio, que cuando estos 
pertenecen a una persona física no requieran la autorización judicial. 
La constitucionalidad del artículo 142, solo se podría mantener si consideramos que el 
domicilio constitucionalmente protegido de las personas jurídicas es aquél en que se 
desarrolla su actividad sin intromisiones ajenas, por constituir el centro de dirección de 
la sociedad, pero no cualquier local o establecimiento en el que abierto al público se 
ejerce una actividad empresarial. Según la STC de 26 e abril de 1999, el domicilio 
protegido de las personas jurídicas abarcaría también a los lugares que se destinan a 
custodia de documentos o soportes de la sociedad11. 
En realidad, y en la medida en que el artículo 48 de la LGT ha establecido tanto para las 
personas físicas que realizan actividades empresariales o profesionales como para las 
personas jurídicas un mismo concepto de domicilio fiscal, centrado en la gestión y 
dirección de los negocios, la interpretación del concepto de domicilio 
constitucionalmente protegido en su aplicación al ámbito tributario, no reside en la 
personalidad del titular (persona física o jurídica) sino en su ámbito objetivo. En efecto, 
si ninguna duda cabe acerca de la protección del domicilio privado, particular o 
residencia  de  la  persona  física,  tampoco  debería  haber  ninguna  duda  acerca  del 
domicilio empresarial, en la medida en que es el único que pueden tener las personas 
jurídicas y que también se encuentra constitucionalmente protegido. Una interpretación 
distinta, podría llevar al absurdo de que un mismo lugar gozara o no de protección 
dependiendo de quién fuera su titular. 
Por ello, la distinción que lleva a cabo el artículo 142 de la LGT es peligrosa en la 
práctica, ya que muchos de esos lugares respecto de los cuales sólo se exige una 
autorización administrativa pueden ser aquellos que considerados como domicilio 
empresarial pudieran estar incluidos en el ámbito de la protección constitucional. 
Por ello, respecto a la sentencia del Tribunal Supremos que estamos comentando, 
estamos de acuerdo con el fallo del tribunal, que otorga la protección al lugar donde se 
realizó el registro y ello aún en el supuesto de la limitación del derecho constitucional 
de las personas jurídicas a “los espacios físicos que son indispensables para que puedan 
desarrollar su actividad sin intromisiones ajenas, por constituir el centro de dirección 
de la sociedad o de un establecimiento dependiente de la misma o servir a la custodia 
11 Según Álvarez Martínez, J., carecerían de la consideración de domicilio constitucionalmente protegido, 
todos aquellos espacios físicos en los que se ubican instalaciones de la persona jurídica eminentemente 
productivas y ajenas por completo a la idea de gestión o administración, tales como fábricas, talleres o 













de los documentos u otros soportes de la vida diaria de la sociedad o de su 
establecimiento que quedan reservados al conocimiento de terceros." 
Establecido por tanto la protección constitucional de los citados centros de negocio, la 
siguiente cuestión a determinar si el consentimiento del titular, reunía los requisitos para 
enervar la autorización judicial. 
4. Entrada y registro: la prestación del consentimiento 
El artículo 113 de la LGT distingue la entrada en el domicilio y el registro, lo cual en el 
ámbito tributario no parece que sea contrapuesto, en la medida en que la entrada en el 
domicilio se llevará a cabo para la obtención de pruebas que no sea posible obtener de 
otro modo. Ahora bien, si la entrada en el domicilio requiere un auto del juez que lo 
autorice, parece necesario también que la ley establezca el procedimiento y las garantías 
que deben presidir el registro domiciliario. A este respecto hay que recordar que la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal exige la obligatoria presencia judicial durante el registro 
(art. 574), la presencia del interesado o la persona que él designe (art.118.3) y la 
presencia del secretario del juzgado que lo haya autorizado. 
Sin embargo, el procedimiento establecido en la LGT y en los reglamentos de desarrollo 
no ha tenido como modelo la citada ley. En efecto, el artículo 113 se limita a establecer 
la necesidad del consentimiento del obligado tributario o la autorización judicial para la 
entrada en el domicilio constitucionalmente protegido. Como antes he manifestado, la 
distinción entre entrada y registro es discutible en el ámbito tributario, ya que la entrada 
debería estar justificada para la obtención de pruebas que no se han podido obtener de 
otro modo, salvo que se pretenda distinguir entre la mera entrada para una inspección 
ocular y lo que es la captación de bienes o documentos obtenidos en el registro 
domiciliario, lo cual supondría una injerencia mayor en la privacidad protegida por el 
citado domicilio. En este punto es de nuevo importante, analizar la entrada y el registro 
a la luz el principio de proporcionalidad. 
El artículo 142.2 , con respecto a las facultades de la Inspección de los tributos y el 
artículo 162 respecto a las facultades de la Recaudación, tampoco añaden nada en lo 
concerniente a las condiciones en que se debe llevar a cabo la citada entrada o registro. 
Respecto a los lugares que no tienen la calificación de domicilio constitucionalmente 
protegido, el artículo 142.2 se limita a exigir la autorización escrita de la autoridad 
administrativa   cuando   haya   oposición   a   la   entrada,   remitiendo   al   desarrollo 
reglamentario quién sea esta autoridad administrativa, pero no las condiciones del 
registro. Y en relación a las facultades para la entrada en el domicilio 
constitucionalmente protegido, se realiza una remisión al artículo 113, que, como 
sabemos, nada dice respecto a la ejecución de esta entrada o registro. El artículo 162 por 
su parte y en relación con las facultades de los órganos de recaudación, se limita a 
remitirse al artículo 142. 
El desarrollo reglamentario de estas facultades tampoco ha sido muy extenso. El 
Reglamento General de Recaudación en su artículo 10 se limita a reproducir que a los 
funcionarios que desempeñen funciones de recaudación se les otorgan las facultades 
previstas en los artículos 142 y 146 de la LGT para los órganos de la inspección12. 
12 Esta reducción ha resultado finalmente más escueta todavía que la que aparecía en el Proyecto del 
Reglamento General de Recaudación en cuyo artículo 10 se establecía que el desarrollo de la entrada y 
reconocimiento autorizados judicialmente se documentará por los funcionarios de recaudación, haciendo 
constar expresamente, en su caso, las medidas cautelares adoptadas. Finalizada la entrada y 
reconocimiento autorizados por el órgano jurisdiccional, se comunicarán al mismo las circunstancias, 













Ha sido el artículo 172 del Reglamento General de Gestión, Inspección y Aplicación el 
que se ha encargado de desarrollar estas facultades, pero tampoco de forma exhaustiva. 
El precepto, con poco acierto, lleva por rúbrica “entrada y reconocimiento de fincas”, 
lo  que  parece  que  alude  sólo  a  la  entrada  en  los  lugares  para  los  que  se  exige 
autorización administrativa, contemplados en el art. 142.2, y no al domicilio 
constitucionalmente protegido. 
Sin embargo, el precepto, después de reproducir una vez más el artículo 113 en relación 
al  domicilio  constitucionalmente  protegido,  establece  que  en  la  entrada  y 
reconocimiento  judicialmente  autorizados,  los  funcionarios  de  inspección  podrán 
adoptar las medidas cautelares que estimen necesarias y que una vez finalizada la 
entrada y reconocimiento, se comunicará al órgano jurisdiccional que las autorizaron las 
circunstancias, incidencias y resultados. 
Si analizamos este apartado del precepto, con los restantes destinados al desarrollo de la 
entrada en los otros lugares no constitucionalmente protegidos, podemos extraer las 
siguientes conclusiones en relación a la ejecución de la entrada y registro. 
En primer lugar, tanto para la entrada en el domicilio constitucionalmente protegido 
como para el resto de los lugares, es necesario el consentimiento del obligado tributario 
en el primer caso, o de la persona bajo cuya custodia se encuentre en el segundo, sin que 
quepa en el ejercicio de tal derecho considerar una actitud obstruccionista el no prestar 
tal consentimiento y requerir la autorización administrativa escrita o la autorización 
judicial. En este aspecto el reglamento reproduce lo establecido en la LGT. 
El Reglamento establece que la autoridad administrativa que debe autorizar la entrada 
en el ámbito de la Agencia Estatal de la Administración Tributaria, será el delegado o 
director el departamento del que dependa el órgano actuante y en el ámbito de la 
Dirección General del Catastro, el Director General. 
Con respecto a los órganos que deben realizar efectivamente el registro, también hay 
diferencias según que la entrada lo sea al domicilio constitucionalmente protegido o al 
resto de lugares. En el primer caso, el artículo 172.4 hace referencia a los funcionarios 
de inspección como los que pueden adoptar medidas cautelares en el ejercicio de la 
entrada y reconocimiento, por lo que se puede interpretar como una restricción a estos 
órganos el ejerció de tal facultad, toda vez que en el párrafo primero del citado precepto 
se hace referencia a los funcionarios “y demás personal al servicio de la Administración 
tributaria que desarrollen actuaciones inspectoras”. 
Álvarez Martínez13  ve en el artículo 172.1 una extralimitación al ampliar las personas 
que pueden realizar estos registros, ya que el artículo 142 hace referencia a 
“funcionarios”. En mi opinión, el desarrollo reglamentario sólo se extralimitaría en el 
caso de los lugares que no son el constitucionalmente protegido, ya que respecto a este 
último podemos interpretar, según el tenor del apartado cuatro, que se está atribuyendo 
tal competencia a los funcionarios de la inspección. Esta situación es especialmente 
importante en la medida en que este precepto se aplique también a los procedimientos 
de recaudación, en la que pueden intervenir, por delegación, personas ajenas a los 
órganos de recaudación. 
Sin embargo, no parece preceptiva la necesidad de la presencia del secretario judicial, 
ya que no habiéndolo establecido la ley, la aplicación analógica de la Ley de 
Enjuiciamiento criminal, es discutible, ya que no se debe olvidar que se trata de una 
entrada de carácter administrativo, y no de una entrada dirigida a la averiguación de un 












hecho punible14. Y en este sentido no serían aplicables los principios propios de la 
materia sancionadora al ámbito tributario. 
Respecto a la presencia del interesado, tampoco nada dice ni la LGT ni el reglamento, 
aunque en el caso de que se realizara la entrada merced al consentimiento del obligado, 
es evidente su presencia, ya que el Reglamento de Gestión, Inspección y Aplicación 
prevé incluso el consentimiento tácito, pues se establece en el artículo 172.5, que se 
considerará que el obligado tributario presta su conformidad a la entrada y 
reconocimiento, cuando ejecuten los actos normalmente necesarios que dependan de 
ellos para que las actuaciones puedan llevarse a cabo. Asimismo, prevé el reglamento la 
revocación  del  consentimiento  del  obligado  tributario  para  la  permanencia  en  los 
lugares en que se estén desarrollando las actuaciones, lo cual parece lógico que se pueda 
producir estando presente el obligado tributario durante las actuaciones de registro. 
Nada más dice el artículo 172 del reglamento respecto a al ejecución del registro, salvo 
que se pueden adoptar las medidas cautelares que se consideren necesarias. Estas 
medidas debemos considerar que serán las establecidas en el artículo 146 de la LGT, 
según el cual se pueden adoptar para impedir que desaparezcan, se destruyan o alteren 
las pruebas determinantes de la existencia o cumplimiento de obligaciones tributarias o 
que se niegue posteriormente su existencia o exhibición. Las medidas pueden consistir 
en el precinto, depósito o incautación de las mercancías o productos sometidos a 
gravamen, así como de libros, registros, documentos, archivos, locales o equipos 
electrónicos de tratamiento de datos que puedan contener información de que se trate. 
En relación con el momento, duración y extensión del registro. Este aparecerá 
determinado, o bien por el propio interesado cuando preste su consentimiento, o en el 
Auto judicial en el que se autorice la entrada. En este sentido hay que volver a recordar 
el principio de proporcionalidad que también aparece establecido en el art. 146 respecto 
a las medidas cautelares que serán según la ley “proporcionadas y limitadas 
temporalmente a los fines”, como el propio art. 34.1 k), que entre los derechos de los 
obligados tributarios establece el derecho a que las actuaciones de la Administración 
tributaria que requieran su intervención se lleven a cabo en la forma que resulte menos 
gravosa. 
Por  último,  las  actuaciones  llevadas  a  cabo  durante  la  entrada  y  registro  se 
documentarán en diligencias, ya que el artículo 172.5 obliga una vez finalizada la 
entrada y reconocimiento a que se comunique al órgano jurisdiccional que la autorizó, 
las circunstancias, incidencias y resultados. 
En mi opinión, la regulación de la LGT y del Reglamento resultan excesivamente 
parcas, debiéndose haber incluido, entre otras, la competencia judicial y como garantías 
mínimas que debería recoger la ley, la presencia del interesado o su representante y la 
notificación al mismo del auto judicial en el que debe constar el tiempo del registro, la 
persona que lo va a llevar a cabo y el objeto del mismo. Por lo tanto el juicio de 
proporcionalidad de la medida debe afectar no sólo a la autorización judicial de la 
entrada sino al modo de llevarla a cabo, siendo el auto del juez el que debe fijar los 
límites con los que se debe realizar la intromisión autorizada. 
Es evidente por tanto, que es correcto el fallo del Tribunal en la sentencia que nos 
sugirió estas páginas, ya que la entrada en el domicilio se efectuó sin mandamiento 
14 La doctrina se ha mostrado en este punto dividida. Entre otros, Sesma Sánchez La obtención de 
información tributaria. Aranzadi, 2001, pág. 74 ha mantenido la necesidad de la presencia del secretario 
judicial, mientras que Álvarez Martínez, J. basándose en el Auto del TC de 18 de junio de 1990, mantiene 







judicial y sin autorización de los legales representantes de la empresa y en presencia 
exclusivamente de los empleados de la misma. 
Es lógico el temor que manifiestan los magistrados que suscriben el voto particular de la 
sentencia que comentamos cuando alegan que les parece excesivo y arriesgado 
mediatizar dicha información contable de las empresas a la Inspección con la exigencia 
de un mandamiento judicial que, según ellos, de seguirse la tesis mayoritaria, seria 
siempre preciso si se dan dos circunstancias presumiblemente generalizables: negativa a 
entregar la documentación necesaria y ubicación de ésta en un local de la empresa. Sin 
embargo, la protección constitucional a las personas jurídicas y por lo tanto la 
desvinculación de la protección constitucional con la intimidad estricta de las personas 
físicas, hace muy difícil y también peligrosa una interpretación menos garantista que 
dejaría también sin protección cualquier domicilio empresarial o profesional. 
Por todo ello, considero que una mayor aplicación y concreción del principio de 
proporcionalidad podría ayudar a dilucidar muchos de los casos en los que la actuación 
de la Inspección en el desarrollo del deber constitucional de contribuir, puede afectar a 
la limitación de cualquier otro derecho constitucional. 
